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HOMICIDIO CULPOSO Y LESIONES PERSONALES DOLOSAS / ACLARACIÓN EN LO ATINENTE A LA SUSPENSIÓN DE LAS PENAS ACCESORIAS DE INHABILITACIÓN EN EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS Y PRIVACIÓN PARA CONDUCIR VEHÍCULOS AUTOMOTORES / OFICIAR A LAS ENTIDADES PERTINENTES / SILENCIO EN LA SENTENCIA / ENTENDIMIENTO DESFAVORABLE AL PROCESADO / REVOCA - Lo primero que debe precisarse es que si bien la solicitud presentada por la defensa se realizó cuando ya se encontraba en firme la sentencia, y en principio la aclaración solo es procedente dentro del término de ejecutoria de la sentencia acorde con lo establecido en el inciso segundo del artículo 285 del Código General del Proceso, en el evento sometido a estudio se advierte una situación particular, por cuanto más que la aclaración del fallo o su modificación, lo que se extrae del escrito que con ese propósito de radicó, es que la pretensión de la defensa consiste en que  de acuerdo con la correcta interpretación que se debe dar al fallo, el despacho proceda a oficiar a las entidades pertinentes acerca de la suspensión de las penas no privativas de la libertad que le fueron impuestas.

Sobre el tema materia de debate, de entrada debe decir la Corporación que comparte los planteamientos esbozados por el recurrente; en consecuencia, se accederá a lo pedido de conformidad con los siguientes argumentos:

La suspensión condicional de la ejecución de la pena es un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, regulado en el artículo 63 del Código Penal, que permite suspender la sanción corporal de prisión por un periodo de prueba 2 a 5 años, siempre que se acrediten los requisitos contemplados en dicha norma. Y en el inciso final del mismo artículo se indica que: “el juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad accesorias a esta”.

En el presente caso la funcionaria de instancia en la sentencia de mayo 27 de 2016 concedió al procesado el referido sustitutivo, sin indicar si el mismo se hacía extensivo a la penas de inhabilitación de derechos y funciones públicas.

En criterio de la Colegiatura, la omisión en ese sentido, esto es, no precisar si la suspensión lo era solo de la pena privativa de la libertad y en consecuencia la intención era hacer efectivas la no privativas de la libertad, no puede interpretarse de la manera en que lo determinó la funcionaria de conocimiento al momento de definir la solicitud de aclaración, por cuanto se trata de un entendimiento desfavorable al procesado y por lo tanto iría en contravía de los principios y garantías que rigen nuestro sistema. Siendo así, lo que debe inferirse al no haber pronunciamiento acerca de ese punto en particular, es que las demás penas de menor gravedad y/o accesorias, también se encuentran inmersas en dicha suspensión.

Para la Corporación en contraposición a lo afirmado por la funcionaria a quo, y en consonancia con lo indicado por la defensa, si bien el artículo 63 faculta al juez para exigir el cumplimiento de las sanciones no privativas de la libertad, la decisión de hacerlas efectivas debe ser una determinación debidamente motivada y fundamentada, lo cual aquí no ocurrió.
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ACTA DE APROBACIÓN N° 1360
SEGUNDA INSTANCIA

	Imputado: 
	William Ramírez Vargas

	Cédula de ciudadanía:
	18´593.309 de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Delitos:
	Homicidio culposo y lesiones personales dolosas

	Bien Jurídico Tutelado:
	Vida e integridad personal

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide recurso de apelación interpuesto contra auto de marzo 08 de 2017, mediante cual se niega la aclaración de una sentencia. SE REVOCA


1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En virtud de preacuerdo celebrado con la Fiscalía el señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS fue condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) en sentencia de mayo 27 de 2016, como autor de los punibles de homicidio culposo y lesiones personales culposas a la pena de 24 meses de prisión, multa de 20 s.m.l.m.v., privación para conducir vehículos automotores durante 36 meses, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción corporal. En dicha providencia se le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, previa suscripción del acta de compromiso. El fallo no fue apelado y cobró ejecutoria.
1.2.- En marzo 01 de 2017 el apoderado del señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS presentó ante el juzgado de conocimiento solicitud de aclaración en lo atinente a la suspensión de las penas accesorias de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas y privación para conducir vehículos automotores, puesto que en su criterio la mismas habían sido suspendidas junto con la sanción privativa de la libertad, no obstante, en virtud de las comunicaciones enviadas por ese despacho a la Procuraduría y el Runt, se hicieron efectivas.
1.3.- En auto de marzo 8 de 2017 la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) indicó que la pena para la que opera la suspensión es la de prisión, y es facultativo del juez suspender las accesorias, lo cual no se hizo en este caso, puesto que solo se aplicó el subrogado a la sanción privativa de la libertad y no a las demás, por lo que las mismas deberán cumplirse tal como quedó establecido en la sentencia.

1.4.- La defensa interpuso recurso de reposición, el cual fue resuelto en forma desfavorable a sus intereses en proveído de marzo 24 de 2017, determinación esta última que en virtud de la acción de tutela elevada por el señor RAMÍREZ VARGAS, cuyo conocimiento correspondió a esta Sala, se dejó sin efectos en aras de que se permitiera interponer recurso de apelación contra el proveído que resolvió la aclaración solicitada, al ser parte integral de la sentencia.

1.5.- Una vez cumplido lo resuelto por esta Corporación, la defensa presentó la alzada, la cual fundamento en los siguientes términos:

Lo que se pretende en el presente caso no es modificar una sentencia judicial, sino que se le dé aplicación al fallo de acuerdo con los lineamientos establecidos por la C.S.J. en la sentencia de tutela con radicado 38645 de 2008, así como a los lineamientos legales sobre la materia.
La falladora de instancia no fundamentó la imposición de una sanción, obligación que tenía para hacer efectiva alguna de las penas; por tanto, se entiende que tanto la principal como la accesoria quedaron suspendidas.

En la parte resolutiva del fallo se indica que se concede la suspensión condicional de la ejecución de la pena, mas no se consignó expresamente que solo se suspendía la privativa de la libertad, y por ello se entienden incluidas todas las sanciones.

Se señala por la funcionaria a quo que si existía inconformidad con la sentencia se debió acudir a los recursos, pero precisamente por la convicción y certeza que se tenía sobre la suspensión, por cuanto así se desprende la decisión, no se impugnó el fallo.

Si bien las solicitudes de aclaración presentadas ante el Juez de Ejecución de Penas y la de conocimiento se elevaron diez meses después de emitida la sentencia, ello obedeció a que solo hasta ese momento se tuvo conocimiento de las anotaciones en Procuraduría y tránsito.
En todo caso, si la sentencia no es clara, no se le puede dar la interpretación más gravosa para el procesado.

Con fundamento en lo anterior, pide se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y se acceda a la aclaración requerida.
2.- PRECEDENTEs Y CONSIDERACIONES 

2.1.- Competencia

La tiene la Corporación a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004, por los factores territorial, objetivo y funcional, al haberse presentado recurso de apelación por una parte legitimada para hacerlo -la defensa-, el que fue oportunamente interpuesto, debidamente sustentado y adecuadamente concedido por parte de la primera instancia.

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer si en la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) en mayo 27 de 2016 contra el señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS, las penas de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, y privación para conducir vehículos automotores, fueron objeto de suspensión.
2.3.- Solución a la controversia

De la situación fáctica mencionada con antelación, se observa que el tema central que debe ser objeto de análisis es el relativo a si en el fallo proferido por la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) contra el ciudadano RAMÍREZ VARGAS, la suspensión condicional de la pena que fue otorgada aplica únicamente para la pena privativa de la libertad, o también opera para las demás sanciones impuestas en dicho proveído.

Lo primero que debe precisarse es que si bien la solicitud presentada por la defensa se realizó cuando ya se encontraba en firme la sentencia, y en principio la aclaración solo es procedente dentro del término de ejecutoria de la sentencia acorde con lo establecido en el inciso segundo del artículo 285 del Código General del Proceso, en el evento sometido a estudio se advierte una situación particular, por cuanto más que la aclaración del fallo o su modificación, lo que se extrae del escrito que con ese propósito de radicó, es que la pretensión de la defensa consiste en que  de acuerdo con la correcta interpretación que se debe dar al fallo, el despacho proceda a oficiar a las entidades pertinentes acerca de la suspensión de las penas no privativas de la libertad que le fueron impuestas.
Sobre el tema materia de debate, de entrada debe decir la Corporación que comparte los planteamientos esbozados por el recurrente; en consecuencia, se accederá a lo pedido de conformidad con los siguientes argumentos:

La suspensión condicional de la ejecución de la pena es un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, regulado en el artículo 63 del Código Penal, que permite suspender la sanción corporal de prisión por un periodo de prueba 2 a 5 años, siempre que se acrediten los requisitos contemplados en dicha norma. Y en el inciso final del mismo artículo se indica que: “el juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad accesorias a esta”.
En el presente caso la funcionaria de instancia en la sentencia de mayo 27 de 2016 concedió al procesado el referido sustitutivo, sin indicar si el mismo se hacía extensivo a la penas de inhabilitación de derechos y funciones públicas.

En criterio de la Colegiatura, la omisión en ese sentido, esto es, no precisar si la suspensión lo era solo de la pena privativa de la libertad y en consecuencia la intención era hacer efectivas la no privativas de la libertad, no puede interpretarse de la manera en que lo determinó la funcionaria de conocimiento al momento de definir la solicitud de aclaración, por cuanto se trata de un entendimiento desfavorable al procesado y por lo tanto iría en contravía de los principios y garantías que rigen nuestro sistema. Siendo así, lo que debe inferirse al no haber pronunciamiento acerca de ese punto en particular, es que las demás penas de menor gravedad y/o accesorias, también se encuentran inmersas en dicha suspensión.

Para la Corporación en contraposición a lo afirmado por la funcionaria a quo, y en consonancia con lo indicado por la defensa, si bien el artículo 63 faculta al juez para exigir el cumplimiento de las sanciones no privativas de la libertad, la decisión de hacerlas efectivas debe ser una determinación debidamente motivada y fundamentada, lo cual aquí no ocurrió.
En consonancia con lo anterior, se revocará el auto proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal objeto de este recurso, y en consecuencia se ordenará al citado despacho que oficie a la Procuraduría General de la Nación, a la Secretaría de Tránsito Municipal de Santa Rosa de Cabal, y al Ministerio de Transporte, para efectos de informar -respectivamente en lo que atañe a cada una de esas dependencias-, que las penas de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas y privación para conducir vehículos automotores que fueron impuestas al señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS en la sentencia proferida por ese Juzgado en mayo 27 de 2016, se encuentran suspendidas.

3.- decisión

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA el auto de marzo 08 de 2017 proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal objeto de este recurso; en consecuencia, SE ORDENA al citado despacho que oficie a la Procuraduría General de la Nación, a la Secretaría de Tránsito Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.) y al Ministerio de Transporte para efectos de informar, -respectivamente en lo que atañe a cada una de esas dependencias- que las penas de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas y privación para conducir vehículos automotores que fueron impuestas al señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS en la sentencia proferida por ese Juzgado en mayo 27 de 2016, se encuentran suspendidas.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE   JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El  Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
Página 7 de 7

